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Providencia:

Sentencia de 15 de mayo de 2019

Radicación Nro.
66001-31-05-005-2016-00583-01

Proceso:

Ordinario Laboral

Demandante:

Brayam Sabogal Mejía  

Demandado:

Valensara Construcciones S.A.S.

Magistrado Ponente:
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
Juzgado Quinto Laboral del Circuito

TEMAS:
CONTRATO DE TRABAJO / LIBERTAD DE LAS PARTES PARA FIJAR DE CONSUNO EL SALARIO / INDEMNIZACIÓN MORATORIA / NO PUEDE EXTENDERSE MÁS ALLÁ DE LA FECHA EN QUE EL PAGO SE VERIFIQUE.
Prevé el artículo 132 del C.S.T. que el empleador y el trabajador tienen la facultad para convenir libremente el salario en sus diversas modalidades como por unidad de tiempo, obra, a destajo o por tarea, siempre y cuando se respecte el salario mínimo legal mensual vigente o el fijado en los pactos, convenciones colectivas y fallos arbitrales.

Conforme con lo establecido en la citada norma, el valor del salario solo puede ser fijado de manera conjunta por el empleador y el trabajador, sin que le sea dable al empleador modificar de manera unilateral este elemento del contrato de trabajo, lo que significa que las partes en cualquier etapa del contrato podrán modificar el salario, con la única condición que se respete el salario mínimo legal mensual vigente. (…)
… respecto a la apreciación hecha por el apoderado judicial de la parte actora en la que estima que la sanción moratoria debe correr por los veinticuatro primeros meses siguientes a la finalización de vínculo laboral, independientemente de que ya se haya cancelado la obligación, pertinente es señalar que la norma en comento prevé que la sanción consistente en un día de salario por cada día de retardo se cancela hasta por los veinticuatro primeros meses posteriores al finiquito del contrato de trabajo o hasta cuando el pago se verifique si el periodo es menor, y como en este caso el pago se realizó el 21 de julio de 2016, la sanción moratoria no podía correr más allá de esa calenda.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, quince de mayo de dos mil diecinueve, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por las partes en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito el 27 de septiembre de 2018, dentro del proceso que promueve el señor BRAYAM SABOGAL MEJÍA en contra de la sociedad VALENSARA CONSTRUCCIONES S.A.S., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-005-2016-00583-01.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:
Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Brayam Sabogal Mejía que la justicia laboral declare que entre él y la sociedad Valensara Construcciones S.A.S. existió un contrato de trabajo entre el 9 de mayo de 2015 y el 7 de julio de 2016 y con base en ello aspira que se le cancelen las comisiones causadas y reconocidas dentro de la relación contractual, prestaciones sociales y vacaciones, la indemnización por despido sin justa causa, la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del CST y las costas procesales a su favor.

Refiere que prestó sus servicios a favor de la sociedad accionada a través de un contrato de trabajo a término indefinido entre las calendas reseñadas anteriormente, siendo finalizada la relación contractual unilateralmente y sin justa causa por parte de su empleador; el salario mensual estaba constituido por un básico más las correspondientes comisiones por concepto de ventas de casas y apartamentos del proyecto inmobiliario denominado Manzanares; en comité comercial llevado a cabo en el año 2016, se le reconoció la causación de varias comisiones del 0.60% por ventas hechas por él directamente y del 0.15% por las ventas efectuadas por los asesores que se encontraban a su cargo como coordinador comercial; detalla que por esos conceptos se le debe la suma global de $50.846.230, sin contar la cifra que se le adeuda por concepto de reajuste de las prestaciones sociales teniendo en cuenta tales comisiones como factor salarial; después de declararse fracasada la audiencia de conciliación llevada a cabo el 21 de julio de 2016, la entidad empleadora consignó en el Banco Agrario la liquidación de contrato de trabajo por valor de $3.048.500, dinero que fue retirado por él el 1º de agosto de 2016; igualmente se le consignaron las cesantías correspondientes al año 2015, pero a la fecha no se ha autorizado su retiro por parte del empleador.
Vinculada debidamente al proceso y después de habérsele concedido el término para que se pronunciara frente a la demanda, la sociedad Valensara Construcciones S.A.S. presentó el 15 de febrero de 2017 escrito por medio del cual pretendía dar respuesta al libelo introductorio –fls.104 a 112-, sin embargo, en auto de 16 de marzo de 2017 –fl.267- el juzgado de conocimiento la tuvo por no contestada luego de verificar que la misma había sido presentada por fuera de término, razón por la que adicionalmente le aplicó la sanción procesal establecida en el parágrafo 2º del artículo 31 del CPT y de la SS.

En sentencia de 27 de septiembre de 2018, la funcionaria de primera instancia declaró que entre el señor Brayam Sabogal Mejía y la sociedad Valensara Construcciones S.A.S. existió un contrato de trabajo a término fijo entre el 9 de mayo de 2015 y el 7 de julio de 2016.
Seguidamente estableció que no había lugar a acceder al pago de las comisiones reclamadas por el actor, considerando que las mismas estaban supeditadas al cumplimiento de ciertas condiciones que no se consumaron.

A pesar de lo expuesto y con base en las comisiones que le fueron debidamente canceladas por su empleador, la a quo verificó si existían saldos pendientes a favor del trabajador, concluyendo que con la consignación efectuada ante el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 21 de julio de 2016 habían quedado cubiertas las obligaciones pendientes de pago.

No obstante lo anterior, decidió condenar a la entidad demandada a reconocer y pagar la sanción moratoria del artículo 65 del CST en cuantía de $626.792, la cual corrió entre el 7 de julio de 2016 y el 21 de julio siguiente, al constatar que la sociedad Valensara Construcciones S.A.S. no expuso razones que permitieran ubicar en el plano de la buena fe la tardanza en el pago de las prestaciones sociales y vacaciones con posterioridad a la finalización de contrato de trabajo.
Respecto a la culminación del contrato de trabajo, determinó que si bien la entidad accionada motivó la carta por medio de la cual decidió dar por finiquitada la relación laboral, la verdad es que en el proceso no quedó demostrada la ocurrencia de las causales que se enmarcaban como justificativas de esa decisión, motivo por el que fulminó condena por valor de $1.487.389 por ese concepto.

Finalmente condenó en costas procesales a la empresa demandada en un 80%.

Inconformes con la decisión, ambas partes interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:

El apoderado judicial del señor Brayam Sabogal Mejía sostuvo que en el curso del proceso quedó demostrada la causación de las comisiones que se alegan insolutas en la demanda, no solo con la documental traída por cuenta suya, sino también con los testimonios escuchados dentro del trámite, reflejándose con ellas que en comité comercial en el que intervinieron, entre otros, el representante legal de la empresa, se le reconocieron al actor esas comisiones de las que se echa de menos su efectivo importe por parte de la sociedad empleadora.

En cuanto a la sanción moratoria, dice encontrarse inconforme frente al término durante el cual corrió, pues en su entender la norma es clara en prever que la misma se extiende hasta por los primeros veinticuatro meses; por lo que no era posible que la falladora de primera instancia la restringiera hasta el 21 de julio de 2016.
Por su parte, el apoderado judicial de la parte accionada al sustentar el recurso de apelación hizo una exposición confusa de los motivos que lo llevaban a recurrir la decisión respecto de los conceptos por los cuales se emitió condena a la sociedad Valensara Construcciones S.A.S., ya que indicó que la justa causa para dar por terminado el contrato de trabajo quedaba demostrada porque la entidad siempre actuó de buena fe cancelando debidamente las obligaciones contractuales contraídas con el actor.
A pesar de la ambigüedad de la argumentación, entiende la Sala que el referenciado no halla justificación para que se condene a la sociedad que representa judicialmente por los rubros determinados en la sentencia, pues considera que quedó probada la justa causa para dar por finalizado el contrato de trabajo del señor Sabogal Mejía y porque frente a la sanción moratoria quedó acreditado que su actuación siempre se enmarcó en el plano de la buena fe.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde determinar cómo PROBLEMAS A RESOLVER, los que a continuación se plantean:
¿Quedó demostrado en el proceso que el señor Brayam Sabogal Mejía causó las comisiones alegadas en la demanda?
¿Fue finalizado con justa causa el contrato de trabajo que sostenía el señor Sabogal Mejía con la sociedad Valensara Construcciones S.A.S.?

¿Cómo opera la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del CST?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
1. CARGA DE LA PRUEBA

Señalaba el artículo 177 del C.P.C. vigente para la época y aplicable en materia laboral por remisión expresa del artículo 145 del C.P.T. y de la S.S. que le incumbe a las partes probar los supuestos de hecho de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen.

2. LIBERTAD DE LAS PARTES PARA FIJAR EL SALARIO

Prevé el artículo 132 del C.S.T. que el empleador y el trabajador tienen la facultad para convenir libremente el salario en sus diversas modalidades como por unidad de tiempo, obra, a destajo o por tarea, siempre y cuando se respecte el salario mínimo legal mensual vigente o el fijado en los pactos, convenciones colectivas y fallos arbitrales.

Conforme con lo establecido en la citada norma, el valor del salario solo puede ser fijado de manera conjunta por el empleador y el trabajador, sin que le sea dable al empleador modificar de manera unilateral este elemento del contrato de trabajo, lo que significa que las partes en cualquier etapa del contrato podrán modificar el salario, con la única condición que se respete el salario mínimo legal mensual vigente.

EL CASO CONCRETO
En los hechos décimo a decimotercero de la demanda –fls.3 a 12- el señor Brayam Sabogal Mejía afirma que pactó con la sociedad Valensara Construcciones S.A.S. comisiones para el año 2016 del orden del 0.60% sobre el valor de las ventas de los bienes inmuebles del proyecto Manzanares efectuadas directamente por él y del 0.15% sobre el valor de las ventas efectuadas por los asesores que estuvieran a su cargo como coordinador comercial; adeudándosele en consecuencia la suma global de $50.846.230.
Con el objeto de demostrar la existencia del pacto, la parte actora solicitó que se escucharan los testimonios de Paola Andrea Castellanos López y Wilder Alejandro Hernández Marín, quienes como compañeros de trabajo del señor Sabogal Mejía corroboraron que en comité comercial llevado a cabo a principio del año 2016, se convino entre la sociedad empleadora y el accionante reconocer a su favor las comisiones en los términos descritos anteriormente sobre las ventas realizadas sobre los bienes inmuebles del proyecto Manzanares, indicando con mayor detalle, que las comisiones se activaban con el desembolso hecho por parte de los compradores del 10% del valor de la casa o apartamento, momento en el que se reconocía y pagaba la mitad de la comisión, puesto que el valor restante dependía de que el negocio se concretara definitivamente, pues de no ser así, esa parte no se podía hacer efectiva, agregando el señor Hernández Marín que esas ventas se hacían sobre terreno; posteriormente sostuvieron los testigos, que ese proyecto no pudo ejecutarse por problemas que se presentaron entre los socios, al punto que la sociedad tuvo que ser intervenida.
Conforme con lo dicho por los declarantes, se procederá a analizar si como lo afirma el demandante, la sociedad Valensara Construcciones S.A.S. le adeuda alguna suma de dinero por concepto de comisiones, y para ello necesario es analizar los documentos que en su momento trajo la entidad empleadora –fls.255 a 266- y que fueron decretados como pruebas de oficio por parte de la falladora de primer grado.
En ellos se observa que la entidad empleadora aprueba la relación de ventas hechas directamente por el señor Brayam Sabogal Mejía, así como las efectuadas por su grupo de trabajo, en las cuales los compradores hicieron el desembolso del 10% del valor de cada bien inmueble, lo que llevó a la empresa a liquidar el 0.60% y el 0.15% correspondiente a las comisiones, pero ordenando y cancelando únicamente el pago del 50% de la comisión; por lo que de acuerdo con lo dicho por los testigos, el restante 50% solo se hacía efectivo al momento en el que se cristalizara la totalidad del negocio, es decir, cuando se pagara el restante 90% del valor del bien inmueble, lo que generaría el correspondiente proceso de escrituración, sin embargo, tal y como lo expresaron los testigos, el proyecto no se ejecutó, revelación que encuentra apoyo en la resolución Nº 7839 de 18 de diciembre de 2017 –fls.275 a 278 a través de la cual el Alcalde de Pereira ordenó la toma de posesión de los negocios, bienes y haberes para la liquidación de la sociedad, removiendo a su representante legal y designando agente especial interventor, luego de concluir que esa sociedad incumplió con la ejecución del proyecto, pues en el terreno dispuesto para ello no se levantó la construcción, observándose únicamente un movimiento de tierra, lo que dio pie a que los promitentes compradores iniciaran también acciones penales.
Conforme con lo dicho, nótese pues que de acuerdo al material probatorio incorporado al proceso, no existe suma de dinero que se le adeude al señor Brayam Sabogal Mejía por concepto de comisiones, como correctamente lo determinó la falladora de primera instancia.

Respecto a la sanción moratoria prevista en el artículo 65 del CST, debe recordarse que la misma se activa cuando el empleador no cancela a su trabajador los salarios y prestaciones sociales en el momento en el que se da por finalizado el contrato de trabajo; en este caso la relación laboral entre las partes culminó el 7 de julio de 2016 como lo concluyó la a quo, por lo que en ese momento era obligación de la sociedad Valensara Construcciones S.A.S. cancelar al señor Brayam Sabogal Mejía los salarios y las prestaciones sociales, no obstante, ello solo vino a acontecer el 21 de julio de 2016 cuando la empresa demandada consignó el valor correspondiente a esos conceptos al Juzgado Primero Laboral del Circuito, los cuales fueron cobrados por el actor el 1º de agosto siguiente como lo expuso en la demanda; situación que genera la imposición de la anunciada sanción, a menos que la entidad obligada esgrima razones atendibles que puedan ubicarse en el plano de la buena fe que justifiquen su tardanza en el pago de esos rubros, tal y como lo tiene sentado pacíficamente la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, sin embargo, al analizar la totalidad de las pruebas allegadas al proceso, no existe una sola que permita llegar a esa conclusión; por lo que no le quedaba otro camino a la funcionaria de primer grado que fulminar condena en ese aspecto.

Ahora, respecto a la apreciación hecha por el apoderado judicial de la parte actora en la que estima que la sanción moratoria debe correr por los veinticuatro primeros meses siguientes a la finalización de vínculo laboral, independientemente de que ya se haya cancelado la obligación, pertinente es señalar que la norma en comento prevé que la sanción consistente en un día de salario por cada día de retardo se cancela hasta por los veinticuatro primeros meses posteriores al finiquito del contrato de trabajo o hasta cuando el pago se verifique si el periodo es menor, y como en este caso el pago se realizó el 21 de julio de 2016, la sanción moratoria no podía correr más allá de esa calenda.
En lo que concierne a la terminación del contrato de trabajo, según se observa en documento emitido el 7 de julio de 2016 –fls.24 y 25- la sociedad Valensara Construcciones S.A.S. dio por finalizada la relación laboral argumentando en términos generales que su trabajador no cumplió sus obligaciones contractuales y adicionalmente por los maltratos sufridos por el representante legal en conversación sostenida ese mismo día en horas de la mañana, lo cual se adecua a las causales 2ª y 10ª del literal a) del artículo 62 del CST; no obstante lo anterior, en el plenario no obra prueba alguna que soporte la decisión tomada por el empleador con base en esos argumentos, pues por el contrario, sostuvieron los testigos frente a ese tema, que el demandante siempre cumplió con las funciones que le fueron asignadas y que lo que realmente llevó a la entidad empleadora a darle por finalizado el contrato de trabajo, fue porque él se negó a darle información falsa y mentirosa a los compradores, puesto que la sociedad demandada a través de su representante legal Juan Paulo Hoyos Castro le insistía al señor Sabogal Mejía y a sus demás trabajadores que les dijeran a los clientes que el proyecto Manzanares no tenía ningún tipo de inconvenientes y que el proceso de construcción y ejecución se iba a realizar, lo que a todas luces resultaba falso, en otras palabras, lo que pretendía la entidad empleadora era obligar a su trabajador a emitir una información que no era la que se adecuaba a la realidad.

En ese contexto y al no haberse acreditado que el señor Brayam Sabogal Mejía incurrió en una justa causa para que la sociedad Valensara Construcciones S.A.S. diera por finalizado el contrato de trabajo, necesario era que se le condenara a cancelar la indemnización prevista en el artículo 64 del CST, como lo hizo el juzgado de conocimiento, sin que haya lugar a verificar el monto liquidado en esa instancia, ya que esa decisión no fue objeto de controversia por ninguna de las partes.

De acuerdo con lo expuesto, se confirmará en su integridad la sentencia proferida por el Juzgado Quinto Laboral del Circuito.
Sin costas en esta instancia.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República  y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia proferida el 27 de septiembre de 2018.
Sin costas en esta sede.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Quienes integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
       ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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